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1. FORO DE DEBATE CONMEMORATIVO DE LA 
CELEBRACIÓN DE CIEN REUNIONES DE LA 
COMISIÓN PERMANENTE DE LA COMISIÓN 
CONSULTIVA NACIONAL DE CONVENIOS 
COLECTIVOS 

 

El día 18 de marzo de 2026 se celebró un foro de debate 
conmemorativo de la celebración de cien reuniones de la 
Comisión Permanente de la Comisión Consultiva Nacional 
de Convenios Colectivos (CCNCC). El Foro fue inaugurado 
por Dña. María Nieves González García, Directora General 
de Trabajo, quien destacó el papel esencial, aunque discreto, 
que la Comisión desempeña en el sistema español de 
relaciones laborales. Subrayó su función como institución 
técnica, tripartita y de apoyo a la negociación colectiva, así 
como su evolución de órgano consultivo de análisis e informe 
hasta asumir, especialmente tras la reforma laboral de 2012, 
funciones con efectos jurídicos directos en determinados 
supuestos de inaplicación de convenios. Asimismo, 
reconoció la labor de quienes han formado parte de la 
Comisión y de sus Presidentes, poniendo en valor su 
contribución a la estabilidad, seguridad jurídica y 
fortalecimiento del diálogo social. 

En la mesa redonda y coloquio del Foro participaron tres 
Presidentes/as de la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos: D. Federico Durán López, D. Tomás 
Sala Franco y Dña. Carolina Martínez Moreno.  

La mesa redonda estuvo modera por D.  Jesús Cruz Villalón, 
actual Presidente de la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos, quien agradeció la asistencia de los 
participantes y enmarcó el acto como una ocasión para 
realizar una reflexión institucional sobre la trayectoria de la 
Comisión. Destacó la singularidad del organismo, tanto por 
carecer de antecedentes directos en España, como por no 
encontrar equivalentes claros en otros sistemas europeos de 
negociación colectiva basados en la autonomía de los 
interlocutores sociales. Señaló que la Comisión se 
caracteriza por su respeto a la autonomía colectiva y por una 
intervención prudente y limitada, lo que constituye una 
muestra de la vitalidad de la negociación colectiva y de los 
agentes sociales. 

En primer lugar, intervino D. Federico Durán López, 
Catedrático emérito de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social de la Universidad de Córdoba y Presidente 
de la CCNCC en el período 1986-1992. 

El ponente inició su intervención recordando los primeros 
años de funcionamiento de la Comisión Consultiva Nacional 
de Convenios Colectivos, etapa en la que asumió la 

presidencia tras el breve mandato de D. Miguel Rodríguez-
Piñero. Explicó que, en aquel momento, la Comisión se 
encontraba todavía en una fase inicial de configuración 
institucional, sin una sede estable ni una dinámica de 
funcionamiento plenamente consolidada. A partir de algunas 
referencias personales y anecdóticas, evocó el esfuerzo 
realizado para dotar al organismo de una sede propia, 
ordenar sus reuniones y hacer más operativa su actividad. 
También recordó la relevancia que alcanzaron las jornadas 
organizadas por la Comisión, en las que participaban juristas, 
jueces y especialistas del ámbito laboral, lo que contribuyó a 
construir su prestigio técnico. 

En el plano sustantivo, centró su reflexión en la importancia 
constitucional de la negociación colectiva en España. 
Subrayó que, a diferencia de otros países en los que la 
negociación colectiva deriva principalmente de la libertad 
sindical, el ordenamiento español reconoce de manera 
expresa tanto el derecho de huelga como la negociación 
colectiva. A su juicio, esta garantía constitucional exige 
otorgar a la negociación colectiva una posición central dentro 
del sistema de relaciones laborales y preservar su espacio 
propio frente a intervenciones externas que puedan 
debilitarla. 

Uno de los principales problemas señalados fue el progresivo 
intervencionismo legislativo y reglamentario. En su opinión, 
la negociación colectiva está sufriendo una erosión como 
consecuencia de una tendencia creciente a regular mediante 
normas legales materias que deberían quedar en mayor 
medida a disposición de los interlocutores sociales. 
Consideró que esta inclinación normativa se observa tanto 
en España como en la Unión Europea, y advirtió de los 
riesgos de una regulación excesiva, especialmente cuando 
se transpone la normativa europea de forma más amplia o 
compleja de lo estrictamente exigido.  

Asimismo, defendió la necesidad de reforzar el Observatorio 
de la Negociación Colectiva como instrumento de análisis y 
mejora del sistema. En particular, propuso prestar atención a 
la delimitación de los ámbitos funcionales de los convenios 
colectivos, dado que algunos convenios sectoriales tienden 
a extender su ámbito de aplicación a subsectores que no 
siempre están representados en la negociación ni responden 
a una realidad homogénea. A su entender, esta situación 
genera conflictos de concurrencia y dificulta que sectores con 
identidad propia puedan articular espacios específicos de 
negociación. 

Finalmente, abordó la fuerza vinculante de los convenios 
colectivos. Sostuvo que dicha fuerza no debe entenderse 
únicamente como la prevalencia del convenio sobre el 
contrato individual de trabajo, sino también como una 
garantía frente a impugnaciones excesivamente amplias o 
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controles judiciales que pueden interferir en el margen propio 
de los negociadores. Defendió una concepción más 
contractual del convenio colectivo, en la que las partes 
negociadoras conserven un mayor protagonismo en su 
interpretación y administración, sin perjuicio de los límites 
legales aplicables. Concluyó apelando a la necesidad de que 
todos los operadores del sistema reconozcan y defiendan el 
valor de la negociación colectiva como elemento central del 
modelo laboral constitucional. 

En segundo lugar, intervino D. Tomás Sala Franco, 
Catedrático emérito de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social de la Universidad de Valencia y Presidente 
de la CCNCC en el período 2004-2008, quien comenzó su 
intervención felicitando a la Comisión por la conmemoración 
de las cien reuniones de la Comisión Permanente y 
reivindicando el valor de la institución. Coincidió con los 
intervinientes anteriores en que la Comisión Consultiva ha 
sido tradicionalmente un organismo de gran importancia 
dentro del sistema laboral español, pero insuficientemente 
reconocido y valorado. A su juicio, se trata de uno de los 
órganos laborales más relevantes, especialmente por su 
conexión directa con la promoción y mejora de la negociación 
colectiva en un Estado social y democrático de Derecho. 

Desde una perspectiva institucional, planteó la necesidad de 
revalorizar el papel de la Comisión, tanto en el ámbito estatal 
como en relación con los órganos análogos de las 
comunidades autónomas. Señaló que esta revalorización 
debería traducirse no solo en un mayor reconocimiento 
político y funcional, sino también en una mejora sustancial de 
sus recursos económicos y materiales. En este sentido, 
propuso explorar fórmulas de racionalización institucional, 
como una mayor coordinación entre organismos laborales 
relacionados, citando expresamente la Comisión Consultiva 
y el SIMA, con el objetivo de optimizar locales, personal, 
presupuestos y capacidad operativa. 

En cuanto a las funciones de la Comisión, consideró que 
todavía existe un amplio margen para ampliar y profundizar 
su actividad. En primer lugar, defendió una colaboración más 
estrecha con las comisiones consultivas o instituciones 
equivalentes de las comunidades autónomas. En segundo 
lugar, puso de relieve la conveniencia de completar un 
conocimiento integral y actualizado de la realidad de la 
negociación colectiva española, incluyendo sus problemas 
estructurales, sus ámbitos de aplicación, sus sujetos 
negociadores y la calidad técnica de sus cláusulas. 

También propuso la elaboración de un banco de datos de 
cláusulas convencionales, semejante al existente en alguna 
comunidad autónoma, que permitiera clasificar y analizar las 
principales previsiones contenidas en los convenios 
colectivos. Este instrumento, además de favorecer el 
conocimiento del sistema, podría servir para mejorar la 
calidad técnica de los convenios y estimular la creatividad 
jurídica de los negociadores. A ello añadió la necesidad de 
que el Observatorio identifique los problemas legislativos y 
negociales más relevantes de la negociación colectiva, no 
solo mediante estudios o jornadas, sino mediante propuestas 
concretas, con alternativas, ventajas e inconvenientes, que 
puedan ser útiles para la toma de decisiones normativas o 
institucionales. 

Entre los problemas que consideró prioritarios, destacó la 
delimitación de los ámbitos funcionales de los convenios 
colectivos sectoriales. Señaló que muchos convenios siguen 
reproduciendo ámbitos históricos sin tener en cuenta la 
aparición de nuevos subsectores de actividad que quedan al 
margen de la negociación o carecen de cobertura 
convencional adecuada. También identificó como cuestión 
especialmente conflictiva la regulación de los cambios de 
unidad de negociación, ámbito que describió como 
insuficientemente ordenado y fuente de incertidumbre 
jurídica. 

Otra cuestión relevante fue la legitimación para negociar 
convenios colectivos sectoriales, especialmente desde la 
perspectiva empresarial, apuntando las dificultades 
existentes para acreditar la representatividad de las 
asociaciones empresariales. Finalmente, recuperó una 
propuesta que consideró de gran utilidad: la creación de una 
escuela de negociación colectiva dentro de la propia 
Comisión, orientada a la formación de negociadores de 
ambas partes, con participación de organizaciones 
empresariales, sindicatos, universidades, Inspección de 
Trabajo, Administración y otros expertos. 

Seguidamente intervino Dña. Carolina Martínez Moreno, 
Catedrática de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
de la Universidad de Oviedo, y Presidenta de la CCNCC en 
el período 2008-2012. 

La ponente inició su intervención con un agradecimiento 
institucional y personal, recordando el significado que tuvo 
para ella presidir la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos entre 2008 y 2012. Destacó que fue la 
única mujer que ha ocupado hasta el momento la presidencia 
de la Comisión y afirmó que su nombramiento fue vivido 
como un reconocimiento profesional y no como una decisión 
meramente formal. Expresó su gratitud al Ministerio, a los 
agentes sociales que apoyaron su designación y a las 
personas que la acompañaron durante su etapa en la 
institución. 

Respecto a su periodo de presidencia, recordó que coincidió 
con una etapa especialmente compleja, marcada por la crisis 
económica y por restricciones financieras que afectaron al 
funcionamiento de la Comisión. A pesar de ello, señaló que 
se logró dar continuidad a sus actividades esenciales. Entre 
ellas, destacó la función de dictaminar sobre consultas 
relativas al ámbito de aplicación de los convenios colectivos 
y sobre la determinación del convenio aplicable, función que 
calificó como crucial. Asimismo, puso en valor la base de 
datos de dictámenes de la Comisión, que sigue considerando 
una fuente de enorme utilidad para la docencia, la 
investigación, la elaboración de informes y el análisis jurídico. 

También subrayó la importancia de las jornadas, foros de 
debate y trabajos del Observatorio de la Negociación 
Colectiva. Recordó que, durante años, las jornadas de la 
Comisión fueron uno de los principales espacios de 
referencia para quienes estudiaban la negociación colectiva 
y las relaciones laborales, junto con otros foros 
especializados. En ellas participaron figuras destacadas de 
la doctrina y de la judicatura, lo que contribuyó a convertir a  
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la Comisión en un lugar de aprendizaje, intercambio y 
reflexión técnica. 

En línea con las intervenciones anteriores, defendió que la 
Comisión, pese a su aparente modestia y a su escasa 
visibilidad pública, constituye una institución de gran valor 
para el sistema español de relaciones laborales. La describió 
como un ejemplo de lealtad institucional, ejercicio 
responsable de la autonomía colectiva y diálogo social. 
Además, puso de relieve que su prestigio trasciende el 
ámbito estatal, señalando que en comunidades autónomas 
sin órganos equivalentes se percibe a la Comisión Consultiva 
Nacional como una referencia institucional valiosa. 

En la parte final de su intervención abordó las ideas 
planteadas por los demás ponentes y compartió varias de 
sus preocupaciones. Coincidió en la necesidad de delimitar 
mejor los ámbitos funcionales de los convenios, aunque 
señaló que en algunos sectores emergentes ya se están 
produciendo avances mediante la creación de nuevos 
espacios de negociación. También se refirió a los problemas 
de legitimación empresarial y a la tendencia a aceptar 
representatividades presuntas sin exigir suficientes datos de 
implantación. 

Asimismo, expresó preocupación por el exceso de 
contenidos que se están incorporando como materias 
necesarias o mínimas de los convenios colectivos, citando 
cuestiones como los planes de movilidad sostenible, los 
planes de diversidad LGTBI o los planes de igualdad. A su 
juicio, estas materias pueden ser convenientes o posibles, 
pero no siempre deberían configurarse como contenido 
mínimo obligatorio. Coincidió también en las críticas al 
exceso regulatorio en ámbitos como el canal de denuncias o 
la protección de datos, y mostró su acuerdo con la necesidad 
de revisar el alcance del control judicial de los convenios 
colectivos y la relación entre publicación oficial, vigencia y 
exigibilidad jurídica del convenio. 

El Foro fue clausurado por D. Jesús Cruz Villalón quien 
agradeció las intervenciones de los ponentes y destacó su 
carácter complementario, tanto por la aportación de 
experiencias vinculadas a distintas etapas de la Comisión 
como por las reflexiones formuladas sobre sus retos 
presentes y futuros. 

  

2. CONVENIOS COLECTIVOS SECTORIALES 
ESTATALES PUBLICADOS EN EL PERIODO 1 DE 
FEBRERO DE 2026 AL  31 DE MAYO DE  2026 

Según la base de datos del Registro Electrónico de 
Convenios Colectivos (REGCON) del Ministerio de Trabajo 
y Economía Social, desde el 1 de febrero de 2026 al 31 de 
mayo de 2026, se han publicado los siguientes convenios 
colectivos de ámbito sectorial estatal. 

99000335011981 Convenio colectivo de Industrias de 
Elaboración del Arroz (BOE 5 de febrero de 2026). 

Artículo 1. Ámbito funcional. 

1.1 El presente convenio colectivo afecta a todas las 
empresas, Sociedades Cooperativas, y Empresas 
Agrícolas, cualquiera que sea su forma jurídica dedicadas a 
la elaboración del arroz y subproductos del mismo, así 
mismo afectará a la actividad de distribución y 
comercialización del arroz y/o subproductos del mismo en 
los supuestos de unidad de empresa cuando la actividad 
principal de la misma sea la elaboración. 

Igualmente, se incluyen las empresas de elaboración de 
platos preparados, cocinados y precocinados en los que la 
materia prima principal sea el arroz. 

99001945011981 Convenio colectivo para los 
establecimientos financieros de crédito (BOE 14 de 
febrero de 2026). 

Artículo 1. Ámbito funcional, personal y territorial. 

1. El presente convenio Colectivo Marco afecta a todos los 
establecimientos financieros de crédito, sin perjuicio de la 
aplicación de lo previsto en los artículos 84 y 86.3 del 
Estatuto de los Trabajadores para las entidades que tienen 
convenio Colectivo propio en vigor a la firma de este 
convenio. 

Afectará, igualmente, a las entidades o empresas que, 
siendo miembros asociados de ASNEF (Asociación 
Nacional de Establecimientos Financieros de Crédito) o de 
AELR (Asociación Española de Leasing y Renting), su 
actividad primordial consista en las que son propias de las 
entidades referidas en el  párrafo anterior, distinguiéndose 
de la actividad bancaria en cuanto a que no realizarán 
captación de pasivo por medio de cuentas corrientes o 
libretas de ahorro a la vista, aunque por la aplicación de la 
normativa vigente pudieran adoptar la forma societaria de 
banco. Sin perjuicio de lo anterior, quedan excluidos del 
ámbito de afectación de este convenio los bancos, las cajas 
de ahorro, las cooperativas de crédito y entidades que no 
suscriben este convenio y que no reúnan las condiciones 
antes referidas. 

2. Igualmente, afecta a todas las personas que presten 
sus servicios en las citadas empresas. Se exceptúan las 
personas comprendidas en el artículo 2, número 1.a), del 
Estatuto de los Trabajadores o disposición que lo sustituya. 

3. El presente convenio será de aplicación en todo el 
territorio del Estado español. 

4. Este convenio será, por tanto, el marco mínimo de 
aplicación obligatoria para todas las empresas y para 
aquellas materias que no han sido reservadas como 
prioritarias para el convenio de empresa según el artículo 
84.2 del Estatuto de los Trabajadores. 

99012395011999 VIII Convenio colectivo de Industrias 
de Ferralla (BOE de 19 de febrero de 2026). 

Artículo 1.2  

Ámbito funcional y personal: El presente convenio colectivo 
de trabajo obliga a todas las empresas dedicadas a la 
elaboración, transformación, comercialización, colocación 
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y/o montaje en obra de acero corrugado y mallazos 
electrosoldados, para armaduras pasivas y hormigón 
estructural, incluso sean actividades que conlleven alguna 
elaboración constructiva en obras civiles, públicas, privadas 
y otros trabajos, así como a todas las personas 
trabajadoras, sea cual sea su categoría profesional, presten 
sus servicios para las empresas dentro del ámbito de 
aplicación del mismo. 

99002415011982 Convenio colectivo para las granjas 
avícolas y otros animales (BOE de 23 de febrero de 
2026). 

Artículo 3. Ámbito funcional. 

Se regirán por el presente convenio las empresas que 
desarrollen las actividades siguientes: 

1. Las que se dediquen a la reproducción mediante el 
empleo de incubadoras, propias o ajenas, que vendan 
polluelos recién nacidos, cualquiera que sea su capacidad. 

2. Las granjas reproductoras que se dediquen a la cría y 
explotación de aves de razas o cruces definidos y cuya 
producción de huevos para incubar polluelos y padres 
reproductores se destinen a abastecer y poblar las 
instalaciones de otras granjas o explotaciones avícolas 
rurales. 

3. Las que se dediquen a la venta de huevos fértiles para 
incubar mediante la utilización de agentes o cualquiera otra 
manifestación comercial ordinaria. 

4. Las salas de incubación industriales que se dediquen a 
la compra de huevos fértiles y a la venta, bien sea a 
comisión o por cuenta propia, de los polluelos nacidos en 
sus instalaciones. 

5. Las explotaciones en naves o locales destinados a la 
producción, clasificación y transformación de huevos o 
crianza de pollos. 

6. Las explotaciones dedicadas a cría, recría, 
reproducción y engorde de ganado de cualquier especie, 
siempre que no se rijan por otro convenio colectivo. Las 
alusiones que se hacen en este convenio a las aves deben 
interpretarse con criterio de amplitud comprensivo de la 
explotación de cualquier tipo de animales. 

99100155012015 III Convenio colectivo estatal de 
acción e intervención social 2026-2029 (BOE de 27 de 
febrero de 2026). 

Artículo 7. Ámbito funcional. 

El presente Convenio será de aplicación en todas aquellas 
asociaciones, fundaciones, centros, organizaciones, 
entidades y empresas, cualquiera que sea la forma jurídica 
que adopten, incluyendo plataformas digitales y 
organizaciones de cooperación internacional (de ahora en 
adelante «organizaciones o empresas») cuya actividad 
principal sea la realización de actividades de acción e 
intervención social, cuya naturaleza jurídica no sea de 

derecho público, o cuyo accionista único o principal no sea 
una administración pública. 

Por acción e intervención social, se entienden las 
actividades o acciones, que se realizan de manera formal y 
organizada, que responden a necesidades sociales y 
ofrecen atención a personas que se encuentran en especial 
situación de vulnerabilidad social, cuyo propósito puede ser 
tanto detectar, prevenir, paliar, superar o corregir procesos 
de exclusión social, como promover procesos de inclusión 
y/o participación social. 

Serán afectadas por este Convenio los ámbitos de la acción 
social, así como el socio-laboral o el socio-sanitario, 
pasando por lo socio-cultural y lo socio-educativo. 

Este ámbito funcional se concreta en el Catálogo de 
Referencia de Servicios Sociales recogido en la Resolución 
de 23 de abril de 2013 de la Secretaría de Estado de 
Servicios Sociales y aquellas que puedan ser sustituidas, 
modificadas o incorporadas tanto por la Administración 
Central como por los respectivos gobiernos autonómicos, 
exceptuando aquellas que ya cuenten con un marco 
convencional regulador. 

Asimismo, se verán afectadas por este Convenio todas las 
actividades, programas, servicios, recursos, etc., incluidos 
de forma genérica en la acción e intervención social 
enmarcada en la definición de los párrafos precedentes, 
para colectivos en situación, o riesgo de exclusión social 
salvo que estén reguladas por el actual ámbito funcional 
recogido en el Convenio Estatal de Reforma Juvenil y 
Protección Menores, Se entienden incluidas las actividades 
de animación socio-cultural, y ocio y tiempo libre 
desarrolladas para cumplimiento de las finalidades 
señaladas anteriormente salvo que les fuera de aplicación 
el Convenio de Ocio Educativo y Animación Sociocultural. 

Así mismo quedan incluidas, de manera exclusiva, en el 
ámbito de este Convenio, la Cooperación Internacional y 
Ayuda al Desarrollo. 

Al efecto de describir y precisar el presente ámbito funcional 
se complementa la definición del mismo con el catálogo de 
actividad que señala en la disposición final primera de este 
Convenio, este catálogo no es una descripción exhaustiva 
y definitiva del ámbito funcional de este Convenio pudiendo 
ser completada a propuesta de la Comisión Paritaria de 
Interpretación y Vigilancia del Convenio (CPIVC) del 
Convenio por la evolución del sector laboral aquí regulado, 
quien se reunirá al objeto de decidir la convocatoria de la 
comisión negociadora para adecuar el Convenio a la nueva 
situación. 

Igualmente, de este ámbito funcional no podrá desgajarse 
ningún ámbito funcional menor, salvo que a propuesta de la 
Comisión Paritaria (CPIVC), se decidiera la convocatoria de 
la comisión negociadora para adecuar el Convenio a la 
nueva situación reduciendo del ámbito funcional, el menor 
ámbito pretendido, para evitar la concurrencia, modificación 
necesaria previa para habilitar la negociación de ámbitos 
menores. Al igual que podrá recomendar y encomendar a 
futuras negociaciones y comisiones negociadoras la 
necesidad de desarrollos más exhaustivos y específicos 
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dentro del presente Convenio de distintas actividades en 
sucesivas renovaciones del mismo. Las limitaciones de 
aplicación de este Convenio, están determinadas por la 
definición de su ámbito funcional y por las excepciones ya 
contenidas en este Convenio y relacionadas con las reglas 
de concurrencia y otras. A modo de ejemplo y sin que el 
mismo agote la descripción de todos ellos, algunos de los 
colectivos a los que nos referimos son: por grupos de edad, 
niños, adolescentes, jóvenes, adultos y personas mayores 
no regulados por otros convenios, colectivo de mujeres 
víctimas de violencia de género, otros colectivos de 
personas mayores que sufren maltrato por violencia 
intrafamiliar, inmigrantes, sin hogar, personas con 
trastornos por dependencia a cualquier tipo de adicción y ex 
adicción, la salud mental, desempleados y desempleadas, 
personas reclusas y ex reclusas, etc., en todos los casos 
personas o colectivos que se encuentran en riesgo y/o 
situación de exclusión social y sobre los que es necesario 
promover su inclusión social, entre otros. 

Igualmente quedan afectadas por este Convenio Colectivo 
las divisiones, líneas de negocio, secciones u otras 
unidades dedicadas a la prestación de servicios del ámbito 
funcional, aun cuando la actividad de la organización en que 
se hallen integradas sea distinta o tenga más de una 
actividad perteneciente a diversos sectores, salvo que las 
condiciones pactadas para estas organizaciones sean más 
beneficiosas a las pactadas en este convenio, en cuyo caso 
el mismo será de mínimo garantizado. 

Asimismo, quedan expresamente excluidas de la aplicación 
del presente Convenio las actividades reguladas por los 
convenios relacionados en la disposición adicional primera 
de este Convenio. 

99100055012011 IV Convenio colectivo marco estatal de 
ocio educativo y animación sociocultural (BOE de 11 de 
marzo de 2026).  

Artículo 2. Ámbito funcional. 

El presente convenio regula las relaciones laborales en las 
empresas y/o entidades, privadas, dedicadas a la 
prestación de servicios de ocio educativo y animación 
sociocultural, dirigidas a la infancia y juventud, personas 
adultas y personas mayores. 

Las prestaciones de servicios reguladas en este convenio 
consisten en actividades complementarias a la educación 
formal con el objetivo de desarrollar hábitos y habilidades 
sociales como forma de educar integralmente a la persona, 
cuya actividad principal comprenda alguna de las siguientes 
actividades: 

a) Actividades de educación en el ocio, actividades de 
educación no formal, de guardia y custodia en periodo de 
transporte escolar, actividades educativas en el comedor 
escolar, de patio, extraescolares y aulas matinales, refuerzo 
escolar, campamentos urbanos. 

b) Animación sociocultural, organización y gestión de 
servicios socioculturales y educativos, tanto de 
equipamientos como de programas socioculturales, como 

los dirigidos a centros cívicos y culturales, centros de 
animación y centros socioculturales de Personas Mayores, 
animación deportiva, bibliotecas, salas de lectura y 
encuentro, equipamientos juveniles, servicios de 
información juvenil, ludotecas, centros de tiempo libre, 
museos, semanas culturales, exposiciones, talleres, 
actividades de dinamización del patrimonio y, en general, 
cualquier tipo de gestión de equipamientos, programas y 
acontecimientos de acción sociocultural y cultural de 
educación en el tiempo libre. 

c) Casas de colonias y albergues infantiles y juveniles, 
campamentos, centros de interpretación ambiental, 
actividades y programas de educación medioambiental y 
otros equipamientos, actividades asimilables a los 
anteriores y servicios educativos al aire libre en el entorno 
natural y urbano. 

La relación efectuada no se entiende cerrada, por lo que se 
considera incluida cualquier otra actividad que exista o de 
nueva creación, siempre que su función pueda ser 
encuadrada en la relación anterior. 

Quedan excluidas del ámbito funcional aquellas actividades 
de acción e intervención social encaminadas a detectar, 
paliar y corregir situaciones de riesgo de exclusión social. 

Así mismo quedan excluidas aquellas actividades de 
educación e interpretación ambiental no integradas en 
programas de ocio educativo y animación sociocultural. 

99011925012000 Convenio colectivo estatal de 
mantenimiento y conservación de instalaciones 
acuáticas (BOE de 12 de marzo de 2026).  

Artículo 4. Ámbito de aplicación funcional. 

El presente convenio establece las normas mínimas por las 
que se han de regirse las relaciones de trabajo entre las 
empresas cuya actividad principal consista en el 
mantenimiento y la conservación de instalaciones 
acuáticas, por encargo de terceros y los empleados de 
estas para realizar única exclusivamente dicho servicio. 

Queda específicamente excluidos del ámbito de aplicación 
del presente convenio aquellas empresas y trabajadores 
cuya actividad se desarrolle en parques acuáticos, 
polideportivos e instalaciones públicas, así como, aquellas 
otras cuya actividad no sea de forma específica y 
especializada la descrita en el párrafo anterior, por tener de 
aplicación su propio convenio a dicha actividad principal, y 
en virtud de «principio de unidad de empresa», entendido 
como que en una empresa ha de regir un único convenio 
colectivo aún y cuando se realicen diversas actividades o 
actividades que podrán regirse por diversos convenios, o de 
lo contrario procediendo la normativa aprobada conforme al 
Real Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de octubre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores. 

99003175011981 Convenio colectivo estatal de 
industrias lácteas y sus derivados (BOE de 18 de marzo 
de 2026). 
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Artículo 2. Ámbito funcional. 

Comprende este convenio a todas las empresas y centros 
de trabajo que en la actualidad o en el futuro realicen alguna 
de las actividades industriales siguientes: 

a) Quesos, natas, mantequilla, caseína, lactosa y sueros. 

b) Leches condensadas, evaporadas y en polvo. 

c) Leches higienizadas envasadas, pasterizadas, 
esterilizadas, concentradas, yogur y otras leches 
fermentadas. 

d) Laboratorios interprofesionales lecheros. 

e) Elaboración de postres lácteos frescos. 

Asimismo, estarán comprendidas dentro del ámbito del 
presente convenio las instalaciones auxiliares de las 
empresas antes mencionadas destinadas a la confección 
de envases adecuados para los productos citados 
anteriormente. 

99011915011998 IX Convenio colectivo estatal del 
sector de fabricantes de yesos, cales y sus 
prefabricados ( BOE de 18 de marzo de 2026). 

Artículo 2. Ámbito de aplicación funcional, personal y 
territorial. Eficacia y alcance. 

El presente convenio colectivo se suscribe al amparo del 
título III del Estatuto de los Trabajadores (en adelante «ET») 
y goza de eficacia general, obligando a todas las 
asociaciones y entidades, así como empresas y personas 
trabajadoras, comprendidas dentro de sus ámbitos 
funcional, personal y territorial y durante todo su período de 
vigencia. 

99004615011982 Convenio colectivo estatal de 
empresas de seguridad 2026-2030 (BOE de 18 de abril 
de 2026).  

Artículo 3. Ámbito funcional. 

Están sometidas a este Convenio Colectivo las Empresas 
que realicen alguna de las actividades siguientes: 

a) La vigilancia y protección de bienes, establecimientos, 
lugares y eventos, tanto públicos como privados, así como 
de las personas que pudieran encontrarse en los mismos. 

b) El acompañamiento, defensa y protección de personas 
físicas determinadas, incluidas las que ostenten la 
condición legal de autoridad. 

c) El depósito, custodia, recuento y clasificación de 
monedas y billetes, títulos valores, joyas, metales 
preciosos, antigüedades, obras de arte u otros objetos que, 
por su valor económico, histórico o cultural, y expectativas 
que generen, puedan requerir vigilancia y protección 
especial. 

d) El depósito y custodia de explosivos, armas, 
cartuchería metálica, sustancias, materias, mercancías y 
cualesquiera objetos que por su peligrosidad precisen de 
vigilancia y protección especial. 

e) El transporte y distribución de los objetos a que se 
refieren los dos párrafos anteriores. 

Las empresas que, además de las actividades descritas en 
el párrafo anterior, realicen las contempladas en las letras 
f) y g) del artículo 5 de la Ley 5/2014, se rigen por el 
presente Convenio Colectivo. 

Las empresas que, sin realizar ninguna de las actividades 
descritas en las letras a), b), c), d) y e), desempeñen las 
comprendidas en las letras f) y g) del artículo 5 de la Ley 
5/2014, de Seguridad Privada, o las actividades 
compatibles a las que se refiere el artículo 6 del mismo texto 
legal, no están sometidas al presente Convenio Colectivo. 

Dichas empresas pueden adherirse al mismo en los 
términos que establece el artículo 92.1 del Estatuto de los 
Trabajadores, siempre que no estén afectadas por otro 
Convenio Colectivo. 

99000435011982 del XXIV Convenio colectivo nacional 
de autoescuelas (BOE de 18 de abril de 2026). 

Artículo 1. Ámbito funcional y territorial. 

1. El presente convenio afectará a todas aquellas 
empresas cuya actividad principal sea la enseñanza 
especializada de conducción de vehículos de tracción 
mecánica en todo el territorio español (online o presencial, 
teórica o práctica), incluyendo a las escuelas particulares 
de conductores, a los centros de reeducación y 
sensibilización vial, u otras formaciones análogas. 

2. Afectará de forma transversal al conjunto de 
actividades, teóricas y/o prácticas incluidas en el punto 1 del 
presente ámbito funcional, todo ello de conformidad con la 
estructura de Negociación Colectiva que se establece en 
este artículo. 

3. Los derechos y obligaciones derivados de las 
relaciones laborales en el ámbito de aplicación de este 
convenio, respetando el contenido del artículo 3.º del 
Estatuto de los Trabajadores, se regularán por lo previsto 
en el mismo, como elemento homogeneizador de las 
condiciones de trabajo en el sector en todo el territorio 
nacional. 

En consecuencia, y, al objeto de establecer en su ámbito 
una estructura racional y homogénea, evitando los efectos 
de la desarticulación y dispersión, las partes firmantes, 
acuerdan –con respeto a lo previsto en el artículo 84 del 
Estatuto de los Trabajadores, que la estructura de la 
negociación colectiva en el sector definido en este artículo, 
se articule a través del presente convenio colectivo de 
ámbito estatal, sin perjuicio de la prioridad aplicativa que, 
en su caso, puedan ostentar los convenios colectivos de 
ámbito autonómico o provincial en los términos previstos en  
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la legislación vigente. 

99003945011981 Convenio colectivo nacional para las 
industrias de pastas alimenticias para los años 2025 a 
2026 (BOE 1 de mayo de 2026). 

Artículo 1.  

El presente convenio colectivo afectará a las empresas 
cuya actividad principal sea la fabricación, almacenaje y/o 
comercialización de pastas alimenticias y se aplicará en 
todo el territorio nacional. 

99002045011981 XXIII Convenio colectivo de ámbito 
estatal para las industrias extractivas, industrias del 
vidrio, industrias cerámicas y para las del comercio 
exclusivista de los mismos materiales (BOE 2 de mayo 
de 2026)   

Artículo 2. Funcional. 
 
El presente Convenio Colectivo es de eficacia general y 
regula las condiciones laborales entre los trabajadores y las 
empresas pertenecientes a las actividades siguientes: 
 
a) Extractivas y mineras para la obtención de las materias 
primas de las industrias del vidrio y de la cerámica. 
 
b) Vidrio. 
 
c) Cerámica. 
 
d) Comercio Exclusivista de los mismos materiales. 
 
Las industrias y actividades que están afectadas por este 
convenio son las relacionadas detalladamente en el anexo 
II de este convenio. 
 
El presente convenio es de aplicación en todo el territorio y 
ámbito relacionados anteriormente. 
 
 
 

3. SENTENCIAS 

TS 15 de abril de 2026, rec. 169/2025, ECLI: 
ES:TS:2026:1778 

Recurso de casación interpuesto por ALCAMPO SA,  contra 
la sentencia nº 284/2025, de 3 de abril de 2025, dictada por 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid -Sección 5ª-, en demanda de conflicto colectivo 
núm. 969/2024, seguida a instancia de Confederación 
Sindical Independiente FETICO, siendo partes interesadas 
Federación de Servicios CCOO y Federación Estatal de 
Servicios, Movilidad y Consumo de la UGT contra 
ALCAMPO S.A. 

El asunto planteado en el caso  consiste en determinar el 
alcance del art. 44.4 del ET,  tras producirse un fenómeno 
de sucesión empresarial por compra de una mercantil por 

otra y, en concreto, qué Convenio y pactos pueden 
entenderse aplicables a los trabajadores de la empresa que 
ha sido objeto de adquisición, en particular por lo que se 
refiere a las revalorizaciones pactadas en un acuerdo 
específico que luego se incorporó a un posterior convenio 
colectivo, que es el que venía aplicándose a los 
trabajadores de la empresa adquirida antes de la 
subrogación. 

Como se deriva de la información suministrada por la 
sentencia de la Sala de instancia, el día 2 de agosto de 2022 
se formaliza una operación de compraventa entre la 
mercantil Alcampo SA y Grupo Día y Grupo el Árbol, de 
forma tal que los trabajadores de esta última, que es la que 
ahora interesa, pasaron a prestar servicios para Alcampo 
en un proceso paulatino de subrogación. 

Por otro lado, y en lo relativo a los convenios colectivos en 
liza, a Grupo el Árbol se le aplicaba el Convenio Colectivo 
de comercio de alimentación de la Comunidad de Madrid 
(BOCM n° 252/2021, de 22 de octubre), con vigencia del 1 
de septiembre de 2021 al 31 de diciembre de 2022, que fue 
denunciado el 29 de septiembre de 2022. Para poner fin a 
una huelga, el 14 de diciembre de 2023, se acuerda «una 
subida salarial para el año 2023, año 2024 y año 2025.  La 
mesa negociadora del Convenio Colectivo de comercio de 
alimentación de la Comunidad de Madrid decide dar 
cumplimiento a lo acordado el 14 de diciembre de 2023, 
calculando las tablas salariales de 2023 a 2025, que 
pasarían a integrar el anexo del convenio que acogía o 
trasponía los valores del indicado acuerdo.  

Por lo que se refiere a la mercantil Alcampo, se aplicaba a 
la misma el Convenio Colectivo del sector de grandes 
almacenes para el periodo 2021-2022 (BOE n°139/2021, de 
11 de junio). El precitado fue sucedido por el Convenio 
Colectivo del sector de grandes almacenes, 2023-2026 
(BOE n°137/2023, de 9 de junio), con vigencia desde el 
01/01/2023. 

Comoquiera que la mercantil Alcampo no ha abonado a los 
trabajadores procedentes de Grupo el Árbol, que es al que 
se refieren las demandas acumuladas, las retribuciones con 
el importe que fue objeto de acuerdo y posterior integración 
en las tablas salariales del Convenio Colectivo de comercio 
de alimentación de la Comunidad de Madrid, en los 
términos ya expuestos, la pretensión ejercitada se 
encaminaba al reconocimiento a los trabajadores afectados 
por el ámbito del conflicto, que procedían de la mercantil 
adquirida (El Árbol) que fue objeto de adquisición, a percibir 
sus retribuciones con aquellos incrementos pactados. 

Dichas pretensiones han sido acogidas por la Sala de 
instancia, que ha dictado sentencia el 3 de abril de 2025 en 
la que, estimaba la pretensión ejercitada, condenando a 
Alcampo al abono de las cantidades en concepto de los 
salarios que se fijaron en el Acuerdo de 14 de diciembre de 
2023 a los trabajadores que fueron subrogadas y prestan 
servicios en Alcampo, procedentes de la indicada mercantil 
que fue adquirida en su día. 

Lo que se deriva del artículo 44.4 del ET es que debe seguir 
aplicándose a la unidad productiva transmitida el Convenio 
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Colectivo que estuviera vigente al momento de la 
transmisión, salvo pacto expreso, y hasta que expire el 
indicado Convenio de origen o entre en vigor otro nuevo que 
sea aplicable a la entidad transmitida. 

Como en el concreto supuesto considerado no consta que 
se haya producido ningún pacto con incidencia en la norma 
convencional aplicable tras la transmisión, la cuestión que 
debe ahora decidirse depende de dos extremos. El primero, 
si podía o no entenderse vigente el convenio de origen y el 
segundo si, al margen de lo anterior, se había producido la 
entrada en vigor de un nuevo convenio susceptible de 
desplazar al de origen. 

Con respecto a la primera cuestión, se falla que a todos los 
trabajadores que se han visto afectados por la sucesión, les 
sigue siendo de aplicación el Convenio Colectivo de 
comercio de alimentación de la Comunidad de Madrid, cuya 
versión vigente al momento de la transmisión se publicó el 
22 de octubre de 2021, y que había sido denunciado el 29 
de septiembre de 2022, situándose entonces en 
ultraactividad, lo cual no afectaba en nada su vigencia. 

Completamente distinto de lo anterior es la virtualidad que 
pueda darse a aquel Acuerdo, por su propia naturaleza y 
desde dos puntos de vista. La primera perspectiva se refiere 
a que, al margen de la naturaleza de aquel Acuerdo, resulta 
que el mismo fue expresamente asumido por los 
negociadores del tan citado convenio, de forma tal que el 
contenido de aquel acuerdo pasó a integrar las tablas 
salariales del Convenio Colectivo del Sector del Comercio 
de Alimentación de la Comunidad de Madrid para los años 
2023, 2024 y 2025, siendo publicadas dichas tablas en el 
BOCM de 24 de febrero de 2024. 

Pero resulta que, además, no puede sostenerse que la 
situación ya aludida diera lugar a un nuevo convenio, sino 
más bien a una actualización del anteriormente vigente en 
relación exclusivamente a las tablas salariales. En efecto, 
como se deriva de la información proporcionada por la 
sentencia de la Sala de instancia, así como de la lectura del 
correspondiente boletín oficial, las partes negociadoras no 
redactaron un nuevo convenio que contuviera, como 
mínimo y a los efectos de hacerlo recognoscible, los 
extremos materiales a los que se refiere 85.3 del ET, sino 
que se limitaron a actualizar las tablas salariales del anterior 
convenio que mantenía su vigencia, ahora prorrogada o 
actualizada. 

La finalidad del art. 44.4 del ET no es otra que hacer posible 
un tránsito progresivo y gradual entre un Convenio y el 
siguiente. De este modo, las relaciones laborales de los 
trabajadores incluidos en la unidad cedida siguen 
rigiéndose por el convenio de origen, en tanto que no exista 
un nuevo convenio aplicable a los centros trasmitidos al 
mismo tiempo que al resto de la empresa adquirente, 
conformando ya una unidad organizativa indivisible, de 
forma tal que con este nuevo convenio pueda ya decirse 
que se garantiza la correcta proyección de la 
representación y los intereses de los trabajadores que han 
sido objeto de la sucesión. 

La Sala parte de la premisa de que, en efecto, la efectiva 
subrogación en las relaciones laborales concernidas se 

produjo en marzo de 2023 y no en la más temprana de 
agosto de 2022, aunque tal diferencia resulte a la postre, y 
como se verá de inmediato, irrelevante. 

Ello se debe a que, si las subrogaciones tuvieron lugar en 
marzo de 2023, y el nuevo convenio de grandes almacenes 
se publicó el 9 de junio de 2023, entonces es en dicho 
momento cuando el nuevo convenio adquiere su condición 
propiamente normativa y, por tanto, sustituye ya de manera 
definitiva la regulación del anterior convenio y dejaría sin 
virtualidad los instrumentos colectivos que regían en el 
ámbito funcional del Grupo empresarial adquirido. 

Aún más, nada había que desplazar en el momento de la 
publicación del nuevo convenio, en cuanto el Acuerdo de 
fuerza vinculante autónoma, que supuso la desconvocatoria 
de la huelga data de diciembre de 2023, y la actualización 
de las tablas del convenio de alimentación de la comunidad 
de Madrid se publicaron el 9 de junio de 2023, ambos 
momentos posteriores a la publicación del nuevo convenio 
de grandes almacenes. Esto es, producida la sustitución del 
convenio aplicable a tenor del art. 44.4 del ET, no cabía 
pretender la aplicación de las retribuciones previstas en 
instrumentos colectivos posteriores que carecen ya de 
virtualidad aplicativa. 

Solo queda por decir que no obsta a la anterior conclusión 
el hecho de que los efectos tanto del Acuerdo de diciembre 
de 2023 como de las tablas actualizadas, fueran 
retroactivos desde 1 de enero de 2023, en tanto que 
carecen de relevancia los efectos de instrumentos que ya 
no eran aplicables al caso ratio tempore. 

La conclusión de cuanto antecede es que, existiendo un 
convenio nuevo posterior a la subrogación, perdieron su 
eficacia los instrumentos colectivos previos, tanto el 
Acuerdo al que nos hemos venido refiriendo como el 
convenio colectivo de origen, por estricta aplicación de lo 
dispuesto en el art. 44.4 del ET. Y que, como consecuencia, 
no resulta exigible la aplicación de las tablas salariales que 
se enmarcan en un ámbito normativo que ya no resulta 
aplicable al caso. 

Al no entenderlo así la sentencia de la Sala de instancia, 
procede estimar el recurso de casación ordinaria 
presentado y, correlativamente, casar y anular la sentencia 
nº284/2025 de 3 de abril dictada por la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid en procedimiento 
de conflicto colectivo núm. 969/2024. 

STS 17 de abril de 2026, Rec. 111/2024, ECLI: 
ES:TS:2026:1789 

Recurso de casación interpuesto por Unísono Soluciones 
de Negocio, S.A., contra la sentencia dictada por la Sala de 
lo Social de la Audiencia Nacional núm. 19/2024, de 13 de 
febrero, en demandas sobre conflicto colectivo núm. 
315/2023, seguidas a instancia de la Confederación 
Intersindical Galega, la Confederación General del Trabajo 
y la Unión Sindical Obrera, a las que se adhirieron 
CCOO, UGT, TUSI y CSIF, contra Unísono Soluciones 
de Negocio, S.A., siendo parte interesada Corriente 
Sindical de Izquierdas. 



 9 

 

La Audiencia Nacional estima las demandas de conflicto 
colectivo y entiende que la correcta interpretación del art.  

37.9 E.T.  es la de considerar que el permiso es retribuido 
por imperativo legal, sin que sea necesario que así lo 
establezca el convenio colectivo o acuerdo de empresa. A 
lo que añade que en este concreto asunto debe entenderse 
en todo caso retribuido, porque la propia empresa consideró 
en un primer momento que las horas de ausencia del 
trabajo reguladas en el art. 37.9 ET eran retribuidas. Tras lo 
que posteriormente remite un comunicado a las secciones 
sindicales, en el que indica que una nueva revisión en 
profundidad de dicho precepto legal lleva a concluir que el 
permiso no es retribuido, salvo que el convenio colectivo o 
acuerdo de empresa indique lo contrario. De lo que deduce 
que la empresa no puede dejar unilateralmente sin efecto 
aquella primera decisión y debería haber tramitado un 
procedimiento de modificación sustancial de condiciones de 
trabajo conforme al art. 41 ET para revocarla. 

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo entiende que la 
cuestión a resolver consiste en determinar si el permiso que 
reconoce el vigente art. 37.9 ET es retribuido por efecto 
directo de la propia norma legal que lo establece o, por el 
contrario, solo será retribuido en el caso de que así se pacte 
en el Convenio colectivo o en acuerdo de empresa.  

La confusa redacción literal del artículo art. 37.9 ET hace 
que su interpretación teleológica resulte ser el elemento 
más determinante para llegar a su correcta interpretación, 
conforme a la finalidad y espíritu del precepto, de acuerdo 
con la voluntad del legislador y teniendo en consideración 
el contexto y los antecedentes en los que ha sido dictado, 
así como la realidad social del tiempo en que ha de ser 
aplicado. 

En lo que resulta especialmente relevante, el análisis de la 
exposición de motivos de la norma legal con la que se 
reforma el art. 37 ET para incorporar este novedoso 
permiso, el Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el 
que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la 
Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla 
de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de 
transposición de Directivas de la Unión Europea en materia 
de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles 
y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
progenitores y los cuidadores; y de ejecución y 
cumplimiento del Derecho de la Unión Europea. 

En su exposición de motivos explica que su objetivo es la 
trasposición de la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
progenitores y los cuidadores, y por la que se deroga la 
Directiva 2010/18/UE del Consejo. Tras describir el marco 
de la Directiva bajo el que se dicta, y en específica 
referencia al permiso en litigio, la exposición de motivos 
indica de forma expresa que "Se introduce un nuevo 
apartado 9 al citado artículo 37, en el que se transpone el 
artículo 7 de la Directiva 2019/1158, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de20 de junio de 2019, que da 
respuesta a aquellas situaciones, distintas de las de los 

permisos de cuidadores y parentales, que permiten a las 
personas trabajadoras ausentarse por razones justificadas 
de urgencia familiar y que requieren la presencia inmediata 
de aquéllas. Tal y como se recoge en el considerando 28 
de la Directiva, se refiere a «motivos familiares urgentes o 
inesperados», esto es, a la necesidad de atender sucesos 
esporádicos, previéndose como retribuidas las horas 
equivalentes a cuatro días al año, sin perjuicio de lo que al 
respecto pudieran establecer los convenios colectivos". 

Queda de esta forma patente el espíritu y finalidad de la 
norma, con la evidente y manifiesta voluntad del legislador 
de imponer el carácter retribuido de las horas equivalentes 
a cuatro días al año que los trabajadores pudieran utilizar 
para hacer uso de ese permiso, sin perjuicio de que lo que 
al respecto pudieran establecer los convenios colectivos. 
Con lo que ha querido dejar claro que el permiso comprende 
en todo caso un mínimo legal de horas retribuidas 
equivalentes a cuatro días al año, a salvo de lo que pueda 
pactarse en convenios o acuerdos colectivos. 

La intención del legislador no es otra que la de remitirse de 
esta forma al régimen legal ordinario de ordenación de 
fuentes de la relación laboral contemplado en el art. 3 ET, 
imponiendo como mínimo de derecho necesario una 
duración retribuida del permiso por las horas equivalentes a 
cuatro días al año. 

El Tribunal entiende que tiene razón la empresa recurrente 
al poner de manifiesto que la Directiva no impone el carácter 
retribuido del permiso. Pero, como ya es sabido, eso no es 
óbice para que el legislador interno pueda mejorar en ese 
aspecto su contenido al momento de proceder a la 
transposición. Siendo así, resulta singularmente relevante 
la circunstancia de que nuestro legislador haya anunciado 
expresamente en la exposición de motivos la necesidad de 
retribuir el permiso, y la hubiere plasmado en la redacción 
del precepto en los términos que hemos visto, en lo que 
evidencia que en este extremo ha querido ir de manera 
consciente más allá de lo que la Directiva exige. 

A todo lo que llevamos dicho se añade la circunstancia de 
que tanto la Directiva, como el propio RD Ley 5/2023, tienen 
como finalidad esencial la de incorporar en el ámbito de las 
relaciones laborales herramientas y mecanismos que 
permitan la adaptación de las condiciones de trabajo. En 
una sociedad como la actual, en la que es notorio e 
indiscutible que el colectivo de mujeres trabajadoras sigue 
siendo el que tradicionalmente asume en mayor medida los 
cuidados y atención de familiares, tratándose de buscar la 
igualdad real en el ámbito de las relaciones laborales 
mediante la implantación de medidas que fomente la 
corresponsabilidad, no cabe ninguna duda que la 
anunciada finalidad de la norma conduce a su interpretación 
conforme a lo que llevamos dicho, en favor de promover y 
no desincentivar la utilización de este tipo de permisos 
como mecanismo para facilitar la conciliación de la vida 
personal y laboral de las personas trabajadoras, con una 
mayor implicación de los hombres en la asunción de 
responsabilidades familiares que mayoritariamente 
descansan sobre las mujeres. 

Por otra parte, el precepto utiliza la expresión de ausencias 
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del trabajo "por causa de fuerza mayor", reproduciendo de 
esta forma el tenor literal de la Directiva. Pero es evidente 
que esta clase de permisos no tiene nada que ver con el 
concepto de fuerza mayor de los arts. 41. 1 i) y 47.5 ET, que 
se refieren a situaciones de fuerza mayor que incidan 
directamente en la propia actividad de la empresa, 
dificultando o imposibilitando de manera temporal su 
desempeño de manera especialmente grave y relevante. Lo 
que impide trasladar al ámbito de este singular permiso los 
criterios aplicables en aquella otra materia, en lo que a su 
retribución se refiere, ni se trata de una situación de fuerza 
mayor en tal sentido, ni queda suspendida la relación 
laboral. Más bien parece que el uso de esa expresión 
pretende remarcar el carácter urgente e impredecible de los 
motivos familiares que hacen indispensable la inmediata 
presencia del trabajador. 

Lo anteriormente indicado, conduce a la desestimación del 
primero de los motivos del recurso planteado por la 
empresa, siendo por consiguiente innecesario entrar a 
conocer de los dos restantes en los que se plantea la 
cuestión relativa a la actuación seguida por la empresa, que 
en un primer momento asume el carácter retribuido de este 
permiso para negarlo posteriormente en el escrito que dirige 
a las secciones sindicales. Si el permiso es retribuido por 
disposición legal, toda esa actuación empresarial es en este 
caso irrelevante. 

Por todo lo expuesto, la Sala desestima el recurso de 
casación interpuesto por Unísono Soluciones de Negocio, 
S.A., contra la sentencia dictada por la Sala de lo Social de 
la Audiencia Nacional núm. 19/2024, de 13 de febrero. 

TS 21 de abril de 2026, rec. 154/2025,  ECLI: 
ES:TS:2026:1934 

Recursos de casación interpuestos por RYANAIR DAC,  y 
por la Federación de Servicios a la Ciudadanía de CCOO 
(FSC-CCOO),  contra la sentencia núm. 45/2025, de fecha 
25 de marzo de 2025, dictada por la Sala de lo Social de la 
Audiencia Nacional, recaída en su procedimiento de 
Conflicto Colectivo, autos número 218/2024, promovido a 
instancia de la Unión Sindical Obrera Sector de Transporte 
Aéreo (USO-STA), contra RYANAIR DAC y Organización 
Sindical Comisiones Obreras (CCOO). 

La cuestión suscitada en los recursos de casación consiste 
en determinar si Comisiones Obreras tiene legitimidad 
suficiente para negociar un convenio colectivo franja para el 
personal TCP de la empresa, teniendo en cuenta que, tras 
las elecciones sindicales, ha obtenido una representación 
del 40 %, un 37 % SEPLA y un 23 % USO. El sindicato 
SEPLA se autoexcluye de participar en el proceso de 
negociación; el colectivo destinatario de este convenio son 
los tripulantes de cabina, instructores y examinadores; el 
porcentaje de representación excluido el sindicato SEPLA 
es 63 % CCOO y 27 % USO. 

Por la representación de Unión Sindical Obrera Sector de 
Transporte Aéreo (USO-STA) se interpuso demanda de 
Conflicto Colectivo, de la que conoció la Sala de lo Social 
de la Audiencia Nacional. En la demanda se suplicaba que 
se declarara la nulidad de la constitución de la Mesa 

Negociadora del I Convenio Colectivo de Tripulantes de 
Cabina de Pasajeros en Ryanair DAC de fecha 30 de abril 
de 2024, así como de todos los acuerdos tomados por esta 
Comisión Negociadora, y que se declarara el derecho del 
Sindicato USO a que por parte de la empresa se le haga 
entrega del listado de tripulantes de cabina de pasajeros 
que prestan servicios en Ryanair DAC.  

La sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional 45/2025, de fecha 25 de marzo de 2025,  estima 
parcialmente la demanda, y declara la nulidad de la 
constitución de la mesa negociadora del I Convenio 
Colectivo de Tripulantes de Cabina de Pasajeros (TCP) en 
Ryanair el 30 de abril de 2024; también declara la nulidad 
de todos los acuerdos tomados por dicha mesa 
negociadora; y absuelve a Ryanair y CCOO de la 
pretensión de que le sea entregada al sindicato USO el 
listado de tripulantes de cabina de pasajeros que prestan 
servicios en RYANAIR DAC. 

De la prueba practicada, la Audiencia Nacional llega a la 
conclusión de que, en el momento de la constitución de la 
mesa de negociación, ni la empresa Ryanair DAC ni el 
sindicato CCOO podían elegir entre el ámbito empresarial o 
inferior o el ámbito franja, carecían de dicha posibilidad de 
elección por cuanto solo existía un colectivo de 
trabajadores, los tripulantes de cabina. Concretándose 
como única unidad posible de negociación la conformada 
por los tripulantes de cabina, la negociación de las 
condiciones de trabajo debió y debe sujetarse a lo 
establecido en el párrafo cuarto del artículo 87.1 del ET que 
reconoce legitimación para negociar a las secciones 
sindicales para negociar siempre que "hayan sido 
designadas mayoritariamente por sus representados a 
través de votación personal, libre, directa y secreta". 

No habiéndose acreditado la realización de las preceptivas 
y previas asambleas de los trabajadores, la Sentencia  
declara la nulidad de la constitución de la mesa de 
negociación del I Convenio Colectivo de Empresa de 
Ryanair, no siendo posible tener por realizado el trámite 
previo de las asambleas de trabajadores o su sustitución, 
como pretenden las demandadas, por los resultados 
electorales producidos en un momento temporal cercano a 
la promoción de la negociación colectiva, pues, como ha 
dejado meridianamente claro el Tribunal Supremo, "en el 
caso de los convenios franja, la regla del último párrafo del 
art. 87.1 ET implica el abandono del parámetro de medición 
de la representatividad por la vía de las elecciones 
sindicales. Y esto se explica porque a éstas no se 
desarrollan de modo disociado en atención a la pertenencia 
al grupo profesional. Por consiguiente, los resultados de 
tales elecciones no permitirían establecer el nivel de 
representatividad de los sindicatos en el ámbito del 
convenio de franja. De ahí que la ley imponga una votación 
a la que puedan concurrir como electores los trabajadores 
que ostenten las condiciones que definen su pertenencia al 
grupo cuyo perfil determina el ámbito del convenio, de 
suerte que sean esos trabajadores exclusivamente los que 
elijan a las secciones sindicales a las que otorgan la 
legitimación para negociar dicho convenio" [STS de 26 de 
noviembre de 2015 (Rec. 317/2014)]. Pero es que ni si 
quiera esta última circunstancia se observa en las 
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presentes actuaciones, dado que, en las elecciones 
sindicales, cuyos resultados se pretenden hacer valer para 
salvar la no realización de las asambleas de los 
trabajadores, la representación tuvo como objetivo no un 
único colectivo sino dos, los pilotos y los tripulantes de 
cabina». 

Como señala la sentencia, recurrida, el debate en el 
presente caso no es si CCOO contaba con la legitimación 
suficiente, inicial, plena y decisoria, para la negociación de 
un convenio de empresa, ni tampoco la libertad de fijación 
del ámbito de negociación por quienes pretenden negociar, 
sino si existía un hecho objetivo cual es que existía un grupo 
único y homogéneo entre las personas que continuaban 
prestando servicios en la empresa, después de todas las 
vicisitudes de transmisión y reconversión acaecidas y una 
vez excluidos los pilotos que habían suscrito su propio 
convenio franja. En este sentido, el planteamiento de las 
sentencias es absolutamente correcto al fijar esta cuestión 
como el objeto del debate. 

En el caso de los convenios franja, la regla del último 
párrafo del art. 87.1 ET implica el abandono del parámetro 
de medición de la representatividad por la vía de las 
elecciones sindicales. Y esto se explica porque éstas no se 
desarrollan de modo disociado en atención a la pertenencia 
al grupo profesional. Por consiguiente, los resultados de 
tales elecciones no permitirían establecer el nivel de 
representatividad de los sindicatos en el ámbito del 
convenio de franja. De ahí que la ley imponga una votación 
a la que puedan concurrir como electores los trabajadores 
que ostenten las condiciones que definen su pertenencia al 
grupo cuyo perfil determina el ámbito del convenio, de 
suerte que sean esos trabajadores exclusivamente los que 
elijan a las secciones sindicales a las que otorgan la 
legitimación para negociar dicho convenio». 

Queda evidente que el criterio establecido en esta 
sentencia es que para los convenios franja es necesaria la 
realización de la asamblea que exige el párrafo último del 
artículo 87.1 ET, con independencia de cómo se articule 
después la comisión negociadora en función de dichos 
resultados, y en atención a que la composición de un grupo 
homogéneo puede ser completamente distinta, desde el 
punto de vista sindical del conjunto de la empresa. 

A la vista de todo lo anterior, necesariamente debemos 
llegar a la conclusión de que la sentencia recurrida estudia 
adecuadamente el problema y llega a una conclusión 
acertada. En efecto, el problema no es si CCOO tenía 
legitimación suficiente para negociar un convenio de 
empresa, sino si estamos ante la posibilidad de negociar 
dicho convenio o, por el contrario, ante el hecho de que en 
la plantilla de la empresa únicamente existían dos 
colectivos, plenamente diferenciados de personas, a saber, 
el personal piloto de líneas aéreas, y el personal de cabina. 

Para determinar esta cuestión es ciertamente necesario 
decidir si los instructores y supervisores forman parte del 
colectivo de TCP, o son un grupo diferente. A juicio de la 
Sala, la solución que da la sentencia recurrida es adecuada 
en la medida en que alcanza una conclusión 
suficientemente razonada en el sentido de que estas dos 

últimas categorías de trabajadores forman parte de dicho 
colectivo: a nadie se le ocurriría pensar que dentro del grupo 
de personas que pilotan en un avión deba distinguirse entre 
el capitán del avión y el segundo de a bordo, y en base a 
ello, determinar que no pueden estar incluidos en el mismo 
convenio franja: dicho razonamiento sería absurdo e ilógico 
y contrario a la realidad social del tiempo en que vivimos. 
Nos parece, por tanto, razonable concluir que dentro del 
grupo homogéneo de TCP deben incluirse no solo los que 
tienen dicha categoría y realizan únicamente los trabajos 
básicos de la misma, sino también a las personas que con 
dicha categoría tienen reconocido un estatus superior 
derivado de su condición de mayor responsabilidad, pero 
que están directa e intrínsecamente ligados a la función de 
tripulantes de cabina. 

En definitiva, no encontramos argumentos suficientes para 
concluir que existan varios grupos homogéneos en el grupo 
de personas trabajadoras que han quedado en la empresa 
sin norma convencional, una vez alcanzado el pacto que 
lleva al convenio colectivo para los pilotos. Y si existe un 
solo grupo homogéneo, la ley impone que quienes lo 
negocien sean elegidos directamente en una asamblea 
realizada específicamente para tal determinación, sin que 
los resultados de elecciones sindicales referidas a un 
ámbito empresarial, por más que sean recientes y por más 
que quepa deducir de las mismas un resultado respecto a 
la representatividad, que es previsible fuera idéntico en el 
caso de haberse celebrado la asamblea que exige el 
artículo 87.1, cuarto ET, sean suficientes para obviar la 
misma: esta conclusión deriva del hecho de que la norma 
legal que establece un amplio sistema de elección del 
ámbito de negociación, ha establecido una norma 
específica y excepcional para los supuestos de los 
convenios franja. 

Existiendo dicha norma excepcional, la misma se impone 
sobre las normas generales de libre elección del ámbito de 
negociación por las partes legitimadas para ello. Ello 
significa que la sentencia es correcta, que debió 
establecerse una mesa de negociación tras la celebración, 
y en atención a los resultados de la pertinente asamblea, y, 
en consecuencia, la constitución de la mesa negociadora es 
nula de pleno derecho y también todos los acuerdos 
adoptados posteriormente por ella. 

Lo anteriormente expuesto, lleva a la Sala a desestimar los 
recursos de casación interpuestos por las respectivas 
representaciones la Federación de Servicios a la 
Ciudadanía de CCOO (FSC-CCOO) y de Ryanair Dac y a 
declarar la firmeza de la sentencia de la Sala de lo Social 
de la Audiencia Nacional 45/2025, de fecha 25 de marzo de 
2025, en Conflicto Colectivo 218/2024. 

STS 24 de abril de 2026, rec. 116/2025. 
ECLI:ES:TS:2026:1873 

Recurso de casación interpuesto por el Sindicato Español 
de Pilotos de Líneas Aéreas (SEPLA) contra la sentencia 
dictada por la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 
17/2025, de 4 de febrero, recaída en procedimiento 
254/2024, en actuaciones seguidas en virtud de demanda 
sobre conflicto colectivo a instancia de SEPLA contra 



 12 

 

Air Europa Líneas Aéreas, SAU. 

La sentencia dictada por la Sala de lo Social de la Audiencia 
Nacional, desestima la demanda interpuesta en la que se 
solicitaba que se declarase la ilegalidad parcial del Anexo 
XIX del V Convenio colectivo de Air Europa Líneas Aéreas, 
SAU (Tripulantes Técnicos de vuelo), publicado en el BOE 
nº 288, de 2 de diciembre de 2023 en lo que afectaba a la 
previsión: “las variables no se prorratearán y su aplicación 
por la demandada a los pilotos en reducción de jornada 
respecto únicamente de las horas vuelo 1 (a partir de 55 y 
hasta 75) y horas vuelo 2 (a partir de 75)”.La sentencia aquí 
recurrida desestimó la demanda con fundamento en 
diversas razones, principalmente en atención al hecho de 
que la retribución variable está vinculada a la realización 
efectiva de un determinado número de horas de vuelo. La 
sala determina que siendo la retribución variable por horas 
de vuelo 1 y 2 un complemento retributivo directamente 
vinculado a la realización de una determinada jornada, que 
en el caso de los pilotos incluye el tiempo de vuelo (en los 
términos reflejados en el artículo 51 del Convenio), no cabe 
afirmar una equiparación absoluta en el percibo de la 
retribución variable entre trabajadores en función de que 
tengan reconocida una reducción de jornada por guarda 
legal. La Sala de lo Social de la Audiencia Nacional precisa 
que no cabe afirmar, tal y como se hace en la demanda, que 
los pilotos en reducción de jornada no puedan lucrar tal tipo 
de horas ni existe fundamento para que las mismas deban 
ser objeto de reducción proporcional en contra de lo 
expresamente pactado por las partes negociadoras en el 
Convenio pues el propio protocolo prevé la imposibilidad de 
prorratear aquellos conceptos variables. En la sentencia 
consta acreditado que, una vez alcanzadas tales franjas, los 
pilotos cobran la citada retribución variable sin distinción 
alguna en la cuantía en función del disfrute de reducción de 
jornada. 

El sindicato de pilotos SEPLA ha interpuesto recurso de 
casación ordinario construyendo el mismo con un solo 
motivo al amparo de lo establecido en la letra e) del artículo 
207 de la LRJS. Concretamente se considera directamente 
infringido el art. 37.6, párrafo 1º, del del ET, en relación con 
lo que dispone el Anexo XIX y art. 66 del V Convenio 
Colectivo entre Air Europa y sus Pilotos publicado en BOE 
nº 288, de fecha 2 de diciembre de 2023. También se 
consideran infringidos los arts. 3, 1281 y 1284 del Código 
Civil. Alega la ilegalidad de la previsión que establece que 
las retribuciones variables de los pilotos no se prorratean en 
función de la reducción de jornada, lo que penaliza a los 
trabajadores que ejercen su derecho a la conciliación 
familiar. Señala que la disposición del convenio que impide 
el prorrateo de las retribuciones variables es contraria a la 
normativa laboral y a principios de igualdad y no 
discriminación. 

En el caso concreto objeto de recurso, el convenio colectivo 
establece que el importe de las retribuciones variables, 
cuyas cuantías figuran en el Anexo II del convenio colectivo, 
no se prorratearán, esto es, no se ven afectadas por la 
reducción de jornada de tal forma que se perciben en su 
integridad. En este punto, en efecto, la norma no establece 
 
 
 

una disminución proporcional, siendo el mismo su importe 
tanto en el caso de un piloto con jornada reducida como en 
el de un piloto con jornada completa que alcancen el umbral 
de horas establecidos al efecto. 

Sin embargo, en el acceso a la retribución variable se 
exigen unas determinadas horas de vuelo para poder 
lucrar la misma, con independencia de que se trate de 
personas trabajadoras que disfrutan de una reducción de 
jornada y, por tanto, presten menos horas de servicio. A 
tal efecto, la norma convencional dispone que: «El periodo 
correspondiente a la reducción de jornada se efectuará 
siguiendo el criterio de reducir, en igual porcentaje que el 
solicitado, las horas de actividad y vuelo tomando como 
base para dicho cálculo las medias de cada uno de estos 
conceptos señalados referidas al mes en el que disfruta la 
reducción de jornada con respecto a su especialidad y 
flota. Así mismo, la compañía deberá informar a los 
tripulantes acogidos a reducción de jornada con 
concreción horaria de las horas y límites de actividad por 
flota». 

El Tribunal Supremo entiende que, de este modo, el 
acceso a la referida retribución variable, por las 
circunstancias que lo generan, las horas de vuelo 
computadas según perfil de vuelo, supone en la práctica 
una discriminación (indirecta) en los casos de reducción 
de jornada, ya que exige superar el mismo número de 
horas, pese a tener las horas de vuelo reducidas.  

La sentencia cita el hecho de que la previsión 
convencional establezca que las variables no se 
prorratearán, no es obstáculo para apreciar la 
discriminación en que incurre el sistema. La ilegalidad que 
se pide es también de la previsión convencional que 
impide que las variables se prorrateen, ya que la 
proporcionalidad que se pide sobre las horas de vuelo 
exigibles para acceder a la retribución variable en función 
del porcentaje en que se reduzca la jornada, tiene que 
tener su traslación en la proporcionalidad en el abono de 
la retribución variable, y añade que lo anterior deberá 
entenderse salvo en aquellos casos en los que, pese a la 
reducción de la jornada, se alcance igualmente el número 
de horas precisas, en cada uno de sus tramos, para 
devengar la retribución variable, sin aplicar prorrata 
alguna, en cuyo caso, puede abonarse la retribución 
variable en su integridad, como venía sucediendo en la 
práctica conforme se declara probado en el ordinal tercero 
de los probados. 

La sentencia concluye que esa debe ser la consecuencia 
de la nulidad de la previsión del Convenio pedida en 
demanda respecto de que "las variables no se prorratearán 
y su aplicación por la demandada a los pilotos en reducción 
de jornada respecto únicamente de las horas de vuelo 1 (a 
partir de 55 y hasta 75) y horas de vuelo 2 (a partir de 75)". 

Las expuestas razones abocan a la Sala a la estimación del 
recurso interpuesto y casar y anular la sentencia dictada por 
la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional 17/2025, de 4 
de febrero, procedimiento 254/2024. 
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4. NEGOCIACIÓN COLECTIVA    
COYUNTURA DE LOS CONVENIOS COLECTIVOS  

La última actualización de la Estadística de convenios 
colectivos incorpora datos de los convenios registrados 
hasta el 30 de junio de 2026. Según estos últimos datos 
publicados, los convenios firmados en 2026 son 395, que 
afectan a 1.390.559 personas trabajadoras y cuyos efectos 
económicos pueden producirse en este mismo ejercicio o 
en años anteriores o posteriores.  

Respecto a la negociación colectiva con efectos 
económicos en 2026, el número de convenios colectivos 
se sitúa en 2.597, que afectan a 826.725 empresas y a 
8.212.326 personas trabajadoras. Estas cifras son 
inferiores a las de los ejercicios completos anteriores, 
puesto que aún quedan por firmar y registrar numerosos 
convenios con efectos económicos en el año actual.  

El aumento salarial pactado inicial en 2026 fue el 3,01% 
(3,51% en 2025). Las cláusulas de garantía salarial afectan 
potencialmente al 40,1% de las personas cubiertas por los 
convenios. Según el ámbito funcional, el incremento 
salarial inicial en los convenios de empresa es inferior al 
pactado en los de ámbito supraempresarial: 2,56%, frente 
a 3,04%. La cobertura de las cláusulas de garantía salarial 
también es menor en los convenios empresariales: cubren 
al 36,9% de las personas trabajadoras, frente al 40,3% de 
los convenios de ámbito superior.  

En cuanto a la jornada pactada, se situó en 1.740,7 horas, 
similar la acordada en 2025 (1.740,5 horas). Según el 
ámbito funcional, la jornada media pactada fue 1.702,1 
horas en los convenios de empresa, inferior en tres horas 
a la pactada en el ejercicio anterior, y 1.743 horas en los 
convenios supraempresariales, muy próxima a la de 2025.  

Las inaplicaciones de convenios en el período enero-junio 
de 2026 fueron 241 y afectaron a 12.188 personas 
trabajadoras. La primera cifra es superior a la del mismo 
período de 2025 (219) y la segunda inferior (11.263).  

Más del 40% de las inaplicaciones se realizaron en el 
sector de los servicios (103) y casi dos tercios en empresas 
con menos de 50 trabajadores (150). Y prácticamente la 
totalidad son descuelgues de convenios sectoriales (98,3%) 
y son acordadas en el período de consultas (88,8%).  

Acerca del contenido de las inaplicaciones, en el 34,9% de 
los casos se alteró únicamente la cuantía salarial, aunque 
también se pueden modificar otras condiciones de trabajo 
o una combinación de ellas (ver cuadro adjunto). 

 

 
Cabe recordar que 2024 es el último año con datos 
definitivos en la Estadística de convenios colectivos y que 
los años posteriores tienen información provisional. En 
cuanto a qué parte de la negociación colectiva de los años 
posteriores a 2024 está contenida o pendiente de incluir en 
la Estadística de convenios, una aproximación se 
obtendría de la comparación de los convenios y los 
trabajadores de 2023 y 2024 con los datos provisionales 
de los años siguientes, como se aprecia en el cuadro 
adjunto. 
 
 

CONDICIONES DE TRABAJO INAPLICADAS 
Inaplicaciones depositadas en el período enero-junio de 2026 

 
INAPLICA-
CIONES 

TRABAJA-
DORES 

(%) 

TOTAL 241 100,0 

Cuantía salarial 84 36,0 

Jornada de trabajo 31 15,7 

Cuantía salarial y Sistema de remuneración 21 19,8 

Jornada de trabajo y Horario y distribución del 
tiempo de trabajo 

21 4,6 

Sistema de remuneración 20 3,6 

Cuantía salarial y Horario y distribución del 
tiempo de trabajo 

13 1,6 

Horario y distribución del tiempo de trabajo 11 3,0 

Resto casos 40 15,7 

FUENTE: Estadística de convenios colectivos. 

CONVENIOS Y TRABAJADORES POR SECTORES 

  TOTAL Agrario Industria Construc- 
ción 

Servicios 

Convenios       

2023  5.162 82 1.969 134 2.977 

2024 5.119 80 1.974 132 2.933 

2025 P 4.104 65 1.646 101 2.292 

2026 P 2.597 32 1.019 75 1.471 

Trabajadores (miles)   

2023  12.965,3 508,5 2.784,1 908,2 8.764,5 

2024 13.107,3 428,1 2.703,1 1.048,5 8.927,6 

2025 P 12.717,7 434,1 2.437,6 1.195,2 8.650,8 

2026 P 8.212,3 115,1 1.633,3 976,1 5.487,8 

FUENTE: Estadística de convenios colectivos. Convenios y trabajadores por año 
de efectos económicos. Convenios registrados hasta 30 de junio de 2026. 
P=Provisional. 
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A/ POR AÑO EFECTOS ECONÓMICOS (2) 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 P 2026 P
Convenios (número)
Total 4.589 5.185 5.642 5.640 5.741 5.589 5.539 4.915 4.727 5.045 5.162 5.119 4.104 2.597
Empresa 3.395 4.004 4.493 4.471 4.555 4.413 4.384 3.849 3.640 3.867 3.943 3.900 3.024 1.932
Ámbito superior a la empresa 1.194 1.181 1.149 1.169 1.186 1.176 1.155 1.066 1.087 1.178 1.219 1.219 1.080 665
Convenios firmados en años anteriores 2.157 3.388 3.916 3.529 3.602 3.492 3.747 3.633 2.907 2.943 3.072 3.460 2.795 2.286
Convenios firmados en el año 2.010 1.473 1.260 1.584 1.629 1.629 1.458 766 1.213 1.381 1.633 1.240 1.130 311
Convenios firmados en años posteriores 422 324 466 527 510 468 334 516 607 721 457 419 179 0

Empresa s (mile s)

Total 1.312,9 1.436,9 1.201,9 1.288,7 1.312,1 1.362,6 1.238,4 1.161,2 1.224,3 1.325,0 1.355,8 1.455,5 1.323,6 826,7
Ámbito superior a la empresa 1.309,5 1.432,9 1.197,4 1.284,2 1.307,6 1.358,2 1.234,0 1.157,3 1.220,7 1.321,2 1.351,9 1.451,6 1.320,6 824,8

Traba jadore s (mile s)

Total 10.265,4 10.304,7 10.227,3 10.738,6 10.855,3 11.423,7 11.397,6 10.700,8 11.543,2 12.849,6 12.965,3 13.107,3 12.717,7 8.212,3
Empresa 932,7 867,2 846,9 804,3 822,8 857,7 921,2 787,8 807,0 850,4 905,6 896,7 737,5 459,3
Ámbito superior a la empresa 9.332,7 9.437,5 9.380,3 9.934,3 10.032,5 10.565,9 10.476,4 9.912,9 10.736,2 11.999,2 12.059,7 12.210,5 11.980,2 7.753,0
Convenios firmados en años anteriores 4.802,5 7.436,7 6.166,1 6.949,5 5.523,0 6.243,6 7.900,0 7.660,3 5.414,4 7.002,6 7.900,7 8.992,6 8.399,4 7.387,6
Convenios firmados en el año 4.940,0 1.999,1 3.166,0 2.665,3 3.917,6 4.361,6 2.790,3 1.319,6 4.348,0 3.701,4 4.130,9 2.885,9 3.372,6 824,7
Convenios firmados en años posteriores 522,9 868,9 895,2 1.123,8 1.414,7 818,5 707,4 1.720,9 1.780,9 2.145,6 933,7 1.228,7 945,7 0,0
Agrario * 644,1 743,8 677,3 657,5 686,4 693,2 494,7 564,2 469,5 514,2 508,5 428,1 434,1 115,1
Industria * 2.334,8 2.343,9 2.444,1 2.494,7 2.566,5 2.636,2 2.661,5 2.781,2 2.852,6 2.862,4 2.784,1 2.703,1 2.437,6 1.633,3
Construcc ión * 867,7 815,6 714,7 607,5 851,1 658,2 811,9 772,5 784,2 928,2 908,2 1.048,5 1.195,2 976,1
Servic ios * 6.418,8 6.401,4 6.391,2 6.978,8 6.751,2 7.436,1 7.429,5 6.582,8 7.436,9 8.544,7 8.764,5 8.927,6 8.650,8 5.487,8
V aria c ión sa la ria l pac tada  inic ia l (%)

Total 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,2 1,7 1,5 3,0 3,6 3,3 3,5 3,0
Empresa 0,5 0,4 0,5 0,8 1,2 1,4 2,0 1,5 1,3 3,3 3,4 2,8 2,8 2,6
Ámbito superior a la empresa 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,3 1,8 1,5 3,0 3,6 3,3 3,6 3,0
    - Grupo de empresas 0,5 0,5 0,5 0,8 1,3 1,2 1,4 1,4 1,1 3,4 3,9 2,6 2,3 2,3
    - Sector provincial 0,6 0,6 0,8 1,0 1,5 1,8 2,0 1,5 1,5 3,2 3,6 3,1 3,2 3,0
    - Sector autonómicos 0,7 0,7 0,7 1,0 1,5 1,9 2,1 1,9 1,7 2,9 3,7 3,1 3,8 3,1
    - Sector nac ional 0,4 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,7 2,0 1,3 2,8 3,5 3,9 3,8 3,0
Convenios firmados en años anteriores 0,7 0,5 0,6 1,0 1,2 1,5 2,1 2,0 1,6 2,6 3,2 2,9 3,3 2,9
Convenios firmados en el año 0,4 0,6 0,9 1,1 1,8 2,0 2,8 1,1 1,5 3,3 4,2 4,6 3,9 3,9
Convenios firmados en años posteriores -0,1 0,4 0,4 1,0 1,3 1,5 1,7 1,0 1,1 3,8 4,6 2,6 3,6 -
Sin cláusula de garantía salarial 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,8 2,3 1,7 1,4 3,0 3,8 3,2 3,8 3,2
Con c láusula de garantía salarial 0,6 0,7 0,8 1,1 1,5 1,6 1,8 2,0 1,5 3,0 3,1 3,6 3,0 2,8
Agrario * 0,6 0,7 0,7 0,8 1,1 1,3 1,7 2,0 1,9 3,0 3,6 3,2 2,8 2,7
Industria * 0,5 0,6 0,7 1,1 1,5 1,9 2,0 1,5 1,4 3,5 3,3 4,2 3,0 2,8
Construcc ión * 0,6 0,1 0,8 0,9 1,9 2,0 2,2 2,2 2,4 3,1 3,1 3,0 3,7 3,1
Servic ios * 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,4 1,7 1,3 2,9 3,8 3,0 3,7 3,1

V aria c ión sa la ria l revisada  (%)

Total 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,2 1,7 1,6 3,2 3,7 3,3 3,5 -
Empresa 0,6 0,4 0,5 0,8 1,2 1,4 2,0 1,5 1,6 3,5 3,5 2,9 2,9 -
Ámbito superior a la empresa 0,5 0,5 0,7 1,0 1,5 1,8 2,3 1,8 1,6 3,2 3,7 3,3 3,6 -
    - Grupo de empresas 0,6 0,5 0,5 0,8 1,4 1,3 1,5 1,4 1,2 3,4 4,0 2,8 - -
    - Sector provincial 0,6 0,6 0,8 1,0 1,5 1,8 2,0 1,5 1,6 3,5 3,7 3,1 - -
    - Sector autonómicos 0,7 0,5 0,8 1,1 1,5 1,9 2,1 1,9 1,8 3,0 3,8 3,1 - -
    - Sector nac ional 0,4 0,5 0,7 1,0 1,5 1,7 2,7 2,0 1,6 3,0 3,6 3,9 - -
Convenios firmados en años anteriores 0,7 0,5 0,7 1,0 1,3 1,5 2,1 2,0 1,8 2,9 3,3 3,0 3,4 -
Convenios firmados en el año 0,4 0,6 0,9 1,1 1,8 2,1 2,9 1,1 1,6 3,5 4,2 4,6 4,0 -
Convenios firmados en años posteriores -0,1 0,4 0,4 1,0 1,3 1,5 1,7 1,0 1,2 3,8 4,6 2,6 3,6 -
Con c láusula de garantía salarial 0,6 0,7 0,9 1,2 1,5 1,7 1,8 2,0 2,8 4,1 3,4 3,7 - -
Agrario * 0,6 0,7 0,7 0,9 1,1 1,3 1,7 2,0 2,0 3,3 3,6 3,2 2,8 -
Industria * 0,6 0,6 0,7 1,1 1,5 1,9 2,0 1,5 1,7 3,9 3,6 4,2 3,0 -
Construcc ión * 0,6 0,1 0,8 0,9 1,9 2,0 2,2 2,2 2,5 3,1 3,1 3,0 3,7 -
Servic ios * 0,5 0,5 0,7 1,0 1,4 1,7 2,4 1,7 1,5 3,0 3,8 3,1 3,7 -

Cl.  ga rantía  sa la ria l (% tra ba jadores)

Total 25,8 17,1 12,5 12,3 17,7 17,9 18,5 13,1 13,4 16,0 21,0 33,7 32,9 40,1
Empresa 9,6 11,2 14,0 15,4 15,6 15,7 17,5 15,2 13,1 14,5 14,8 31,3 22,9 36,9
Ámbito superior a la empresa 27,4 17,6 12,4 12,0 17,8 18,1 18,6 12,9 13,4 16,1 21,5 33,9 33,5 40,3

Jorna da  anua l (horas)

Total 1.740,2 1.754,4 1.745,4 1.745,0 1.743,7 1.741,4 1.748,9 1.736,4 1.737,2 1.742,8 1.742,5 1.742,7 1.740,5 1.740,7
Empresa 1.706,5 1.705,6 1.706,0 1.711,4 1.718,8 1.712,8 1.711,9 1.713,4 1.705,7 1.700,4 1.697,9 1.700,8 1.704,9 1.702,1
Ámbito superior a la empresa 1.743,6 1.758,9 1.748,9 1.747,7 1.745,8 1.743,7 1.752,1 1.738,2 1.739,6 1.745,8 1.745,9 1.745,8 1.742,6 1.743,0
Ratio empre sas por conve nio

Total convenios 286,1 277,1 213,0 228,5 228,6 243,8 223,6 236,2 259,0 262,6 262,6 284,3 322,5 318,3
Convenios ámbito superior a la empresa 1.096,7 1.213,3 1.042,1 1.098,6 1.102,5 1.155,0 1.068,4 1.085,7 1.123,0 1.121,5 1.109,0 1.190,8 1.222,8 1.240,3
Ratio tra ba jadores por conve nio

Total convenios 2.237,0 1.987,4 1.812,7 1.904,0 1.890,8 2.044,0 2.057,7 2.177,2 2.442,0 2.547,0 2.511,7 2.560,5 3.098,9 3.162,2
Convenios de empresa 274,7 216,6 188,5 179,9 180,6 194,4 210,1 204,7 221,7 219,9 229,7 229,9 243,9 237,8
Convenios ámbito superior a la empresa 7.816,3 7.991,1 8.163,9 8.498,2 8.459,1 8.984,6 9.070,4 9.299,2 9.876,9 10.186,1 9.893,1 10.016,8 11.092,8 11.658,6
Ratio tra ba jadores por empre sa

Total convenios 7,8 7,2 8,5 8,3 8,3 8,4 9,2 9,2 9,4 9,7 9,6 9,0 9,6 9,9
Convenios de empresa 274,7 216,6 188,5 179,9 180,6 194,4 210,1 204,7 221,7 219,9 229,7 229,9 243,9 237,8
Convenios ámbito superior a la empresa 7,1 6,6 7,8 7,7 7,7 7,8 8,5 8,6 8,8 9,1 8,9 8,4 9,1 9,4
B/ CONVENIOS FIRMADOS 2022 2023 2024 2025 P 2026 P C/ INAPLICACIONES 2021 2022 2023 2024 2025 2026 P
Convenios 1.584 1.858 1.448 1.371 395 Número 559 557 573 553 340 241
   De nuevas unidades de negociac ión 382 362 339 373 88   Con acuerdo en período consultas (%)90,5 85,6 90,2 88,5 87,6 88,8
Trabajadores (miles) 3.966,2 4.449,7 3.574,8 3.731,8 1.390,6 Empresas afectadas 477 461 497 485 284 211
   De nuevas unidades de negociac ión 278,2 252,1 82,7 128,1 28,7 Trabajadores 26.923 21.797 26.257 21.045 17.133 12.188

PRINCIPALES INDICADORES LABORALES

CONVENIOS COLECTIVOS DE TRABAJO (1)

FUENTE: Estadística de convenios colectivos de trabajo ( https://https://www.mites.gob.es/es/estadisticas/condic iones_trabajo_relac_laborales/CCT/welcome.htm# ) y elaborac ión propia.

(1) Convenios registrados hasta el 30 de junio de 2026. Datos acumulados de cada período. (2) Datos en negrita: sin información disponible actualizada en los avances mensuales de la
Estadística de convenios colectivos. P=Provisional. * Ver apartado Coyuntura de los convenios colectivos  del Boletín.
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CONSEJOS DE RELACIONES LABORALES DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

ANDALUCÍA 

Consejo Andaluz de Relaciones Laborales (CARL), regulado por la Ley 4/1983, de 27 de 
junio,  ofrece una orientación sobre el convenio colectivo que pudiera ser de aplicación a una 
empresa en función de su actividad o actividades dentro del ámbito geográfico de Andalucía. 

Dirección: C/ Algodón, 1- Esquina Avda. de Hytasa - 41006 Sevilla 

Tfno.: 955066200    e-mail: carl.ceeta@juntadeandalucia.es 

En la página web del CARL se dispone de un Mapa de la Negociación Colectiva, que ayuda a 
determinar de forma automática el convenio colectivo aplicable siguiendo las pautas señaladas 
para ello. No tiene asumida la función consultiva de determinación del convenio colectivo de 
aplicación a una empresa en función de su actividad. 

ARAGÓN 

Consejo de Relaciones Laborales de Aragón, (artículo 17 del Decreto 112/2014, de 8 de julio, 
del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Consejo de Relaciones Laborales de Aragón): 

Dirección: Paseo Fernando el Católico, 63-65 – Edif. Fernando el Católico - 50006 Zaragoza 

Tfno.: 976715923   e-mail: trabajo@aragon.es 

El Consejo de Relaciones Laborales de Aragón no tiene asumida la función consultiva relativa 
a la determinación del convenio colectivo que pudiera ser de aplicación a una empresa en 
función de sus actividades; función que es asumida por la Comisión Consultiva Nacional de 
Convenios Colectivos. 

ASTURIAS 

Comisión Consultiva de Convenios del Principado de Asturias, del Decreto 114/2013, de 4 
de diciembre (BO del Principado de Asturias de 16 de diciembre)  

Dirección: Plaza de España, 1 - 33007 Oviedo (Asturias) 

Tfnos.: 696427323 - 985108257   e-mail: registroconvenioscolectivos@asturias.org 

La Comisión Consultiva de Convenios del Principal de Asturias no tiene asumida la función 
consultiva de determinación del convenio colectivo de aplicación a una empresa en función de 
sus actividad; función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos. 

ISLAS BALEARES 

Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de las Illes Balears ejerce funciones 
consultivas en relación con el planteamiento y determinación del ámbito funcional de los 
convenios colectivos de ámbito autonómico (artículo 2 del Decreto 51/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se crea y regula la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de las 
Illes Balears). 

Dirección: Plaza Son Castelló, 1 (Políg. Son Castelló) - 07009 Palma de Mallorca (Islas Baleares) 

Tfno.: 971178900    e-mail: ccccib@caib.es  

En su página web existe un procedimiento general de consultas, donde también se incluye 

información sobre los dictámenes emitidos. 

CANARIAS 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor de ningún organismo dependiente del Gobierno de Canarias; quedando, por lo tanto, dicha 
función viene asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Alicante, 1 - 35016 Las Palmas de Gran Canaria 

Tfno.: 928455869    e-mail: ajimmars@gobiernodecanarias.org 

CANTABRIA 

La función consultiva sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor del Consejo de Relaciones Laborales de Cantabria, conforme a lo establecido en el 
Decreto 19/2014, de 20 de marzo (BO Cantabria de 31 de marzo), por el que se modifica el 
Decreto 56/2010, de 2 de septiembre, de creación del Consejo de Relaciones Laborales de 
Cantabria (BO Cantabria de 10 de septiembre). A través de su Oficina de Información 
Sociolaboral, se ofrece una orientación sobre el convenio colectivo que pudiera ser de aplicación 
a través de los códigos CNAEs. 

Consejo de Relaciones Laborales de Cantabria 

Dirección: Pasaje de Peña, 4, Planta 3ª - 39008 Santander (Cantabria) 

e-mail: crlc@crlcantabria.es 

Por ello, la citada función consultiva es asumida por la Comisión Consultiva Nacional de   
Convenios Colectivos. 

CASTILLA-LA 
MANCHA 

Consejo Regional de Relaciones Laborales de Castilla-La Mancha, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 3 de la Ley 8/2008, de 4 de diciembre (DOCM de 17 de diciembre, 
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modificada por la Ley 6/2014, de 23 de octubre), ejercerá funciones consultivas mediante la 
emisión de informes y dictámenes no vinculantes respecto a las siguientes materias: 

a) Planteamiento y determinación del ámbito funcional de los convenios. 

b) La procedencia de un acuerdo de adhesión a un convenio colectivo en vigor. 

c) Interpretación de un convenio vigente en orden a determinar su ámbito funcional. 

Dirección: Avda. de Irlanda, 14 - 45005 Toledo 

Tfnos.: 925/265687-267975    e-mail: relacioneslaborales@jccm.es  

Para el ejercicio de dicha función consultiva, el citado organismo dispone de un canal permanente 
en el que el Servicio de Trabajo atiende las consultas de particulares y empresas sobre el ámbito 
funcional de los convenios colectivos en la Oficina de Atención Virtual Laboral. 

CASTILLA Y LEÓN 

Comisión de Convenios Colectivos de Castilla y León, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 15 del Decreto 14/2014, de 3 de abril, por el que se regula el Consejo Regional 
de Trabajo de Castilla y León, y los Consejos Provinciales de Trabajo, y se crea la Comisión de 
Convenios Colectivos de Castilla y León (BOCYL de 7 de abril), en el ejercicio de sus funciones 
consultivas, evacuará consultas mediante dictámenes e informes no vinculantes que se refieran 
a las siguientes materias: 

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretenda negociar. 

b) La interpretación de un convenio colectivo vigente en orden a determinar su ámbito funcional de aplicación. 

c) Convenio colectivo de aplicación a una empresa en función de sus actividades. 

Dirección: C/ Francesco Scrimieri, 3, Planta 2ª - 47014 Valladolid 

Tfno.: 923296063    e-mail: comision.convenios@jcyl.es 

En la sede electrónica de la Junta de Castilla y León existe información sobre el procedimiento 
a seguir para plantear las citadas consultas. 

CATALUÑA 

Comissió de Convenis Collectius del Consell de Relacions Laborals de Cataluña, conforme 
al artículo 3 del Decreto 245/2013, de 5 de noviembre, sobre organización y funcionamiento de 
la Comisión de Convenios Colectivos del Consejo de Relaciones Laborales (DOGC de 7 de 
noviembre), ejerce funciones consultivas y de asesoramiento sobre las siguientes materias: 

a) Planteamiento adecuado del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretenda negociar. 

b) La posibilidad de adhesión a un convenio colectivo vigente. 

c) Interpretación de un convenio colectivo vigente con vista a determinar su ámbito funcional de 
aplicación. 

Dirección: Carrer de Sepúlveda, 148-150, Planta 1ª - 08011 Barcelona 

Tfno.: 932285656    e-mail: crl.treball@gencat.cat; crl.tsf@gencat.cat 

Para el ejercicio de la citada función consultiva, existe un enlace para plantear consultas sobre 
convenio colectivo aplicable. Igualmente, existe un enlace a los dictámenes emitidos en materia 
de convenio colectivo aplicable. 

EXTREMADURA 

La función consultiva sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor de ningún órgano u organismo de la Comunidad Autónoma de Extremadura; quedando 
dicha función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Fundación de Relaciones Laborales de Extremadura 

Dirección: C/ Juan Pablo Forner, 1, Planta 3ª - 06800 Mérida (Badajoz) 

Tfnos.: 924303532 - 924310417    e-mail: informacion@frlex.es  

GALICIA 

Consello Galego de Relacións Laborais, regulado por la Ley 5/2008, de 23 de mayo (DOG de 
11 de junio de 2008), proporciona información sobre el convenio colectivo que pudiera ser de            
aplicación a una empresa o centro de trabajo situados en Galicia. 

Dirección: C/ Algalia de Abaixo, 24 -15781 Santiago de Compostela (La Coruña) 

Tfnos.: 981541601/02    e-mail: info.cgrl@xunta.gal 

En su página web se encuentra toda la información sobre cómo efectuar la correspondiente 
consulta, así como los criterios para su planteamiento.  

MADRID 

De conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 10 del Decreto 62/2014, de 29 de mayo, 
por el que se crea la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de la Comunidad de Madrid 
(BOCM  de 30 de mayo), la Comisión Consultiva de Convenios Colectivos de la Comunidad 
de Madrid ejercerá sus funciones consultivas evacuando consultas mediante dictámenes e 
informes no vinculantes sobre el ámbito funcional de los convenios colectivos, cuando las 
consultas se refieran a las siguientes materias: 
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a) El adecuado planteamiento del ámbito funcional de un convenio colectivo que se pretende negociar. 

b) La interpretación de un convenio vigente en orden a determinar su ámbito funcional de aplicación. 

Sin embargo, en estos momentos la función consultiva es asumida por la Comisión Consultiva 
Nacional de Convenios Colectivos. 

MURCIA 

El Consejo Autonómico de Relaciones Laborales de la Región de Murcia, creado por el 
Decreto 33/2013, de 12 de abril (BO de la Región de Murcia de 16 de abril), no tiene atribuidas 
funciones consultivas en relación con el ámbito funcional de los convenios colectivos; quedando 
dicha función asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Alcalde Gaspar de la Peña, 1, Edif. CES - 30004 Murcia 

Tfno.: 968226091    e-mail: secretaria@fundaciónrlm.org  

NAVARRA 

La función consultiva no ha sido regulada a favor de ningún organismo de la Comunidad Foral 
de Navarra; quedando asumida por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios 
Colectivos. 

Dirección General de Economía Social y Trabajo 

Servicio de Trabajo 

Dirección: Parque Tomás Caballero, 1, Edif.”Fuente del Príncipe II”, Planta 1ª-31005 Pamplona 

Tfno.: 848427948    e-mail: dgest@navarra.es  

PAÍS VASCO 

Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco (Lan Harremanen Kontseilua), regulado 
en la Ley 4/2012, de 23 de febrero, de Consejo de Relaciones Laborales (BO del País Vasco 
de 5 de marzo), ofrece información sobre los convenios colectivos sectoriales que pudieran ser 
de aplicación en centros de trabajo ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Dirección: C/ Alameda Urkixo, 2, 3° Izqda. - 48008 Bilbao, Vizcaya 

Tfno.: 944792100/108    e-mail: crl-lhk@crlv.net 

Para ello, el citado Consejo de Relaciones Laborales del País Vasco ha desarrollado un 
formulario en su sitio web para plantear consultas sobre los convenios colectivos que podrían 
ser de aplicación    en centros de trabajo ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

LA RIOJA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos no ha sido regulada 
a favor del Consejo Riojano de Relaciones Laborales (creado por el Decreto 19/2003, de 24 
de mayo, de la Consejería de Industria, Innovación y Empleo (BOR de 24 de mayo) ni de ningún 
otro órgano dependiente del Gobierno de la Rioja. 

Consejo Riojano de Relaciones Laborales 

Dirección: C/ Hermanos Hircio, 5 - 26006 Logroño (La Rioja) 

Tfno.: 941291555      e-mail: srv.relacioneslaborales@larioja.org 

Por ello, la función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida 
por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

COMUNIDAD 
VALENCIANA 

A pesar de las competencias consultivas que tiene atribuidas el Consell Tripartit per al 
desenvolupament de les Relacions Laborals i la Negociació Col·lectiva de la Comunitat 
Valenciana en el artículo 2 del Decreto 88/2013, de 5 de julio (DO Comunidad Valenciana de 8 
de julio), tales funciones no se refieren al ámbito funcional de los convenios colectivos, por lo 
que son ejercidas por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

Dirección: C/ Navarro Reverter, 2 - 46014 Valencia 

Tfno.: 963869164   e-mail: consejotripartitocv@gva.es  

CIUDAD AUTÓNOMA 
DE CEUTA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida por la 
Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

CIUDAD AUTÓNOMA 
DE MELILLA 

La función consultiva relativa al ámbito funcional de los convenios colectivos es asumida 
por la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 

 

Las opiniones expresadas en este Boletín son las de los Servicios técnicos de la CCNCC 
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Si desea realizar cualquier comentario puede utilizar el Fax 91 547 73 10 o el Correo-e 
secretaria.ccncc@mites.gob.es   
Permitida la reproducción citando la fuente 
http://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/ccncc/index.htm                     


